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JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

VERBAL (PERTENENCIA)- 680013103004-2020-00166-00 
 

Bucaramanga, veintitrés (23) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Estudiando los presupuestos para la admisibilidad de la presente demanda, se 
advierte que las pretensiones de la demanda giran en torno a la declaratoria de 
pertenencia sobre los bienes identificados con los folios 314-13083, 314-13084 y 
314-13085 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Piedecuesta, 
que según se observa de los certificados especiales anexados a la demanda, no 
presentan titulares del derecho real de dominio. 
 
Así, se observa de entrada, previa revisión del folio de matrícula inmobiliaria y la 
certificación especial expedida por el Registrador de Instrumentos Públicos, que 
no se encuentran registrados titulares de derechos reales de dominio y que los 
antecedentes registrales corresponden a falsa tradición por lo cual surgen 
elementos de juicio para pensar razonablemente que el predio objeto de acción 
judicial es un bien baldío no susceptible de apropiación por prescripción. 
 
Indica el Artículo 675 del Código Civil señala que los bienes baldíos son aquellos 
“bienes de la Unión todas las tierras que estando situadas dentro de los límites 
territoriales carecen de otro dueño”, en concordancia con el numeral 4º del 
artículo 375 del Código General del Proceso, donde se menciona que el juez 
rechazará de plano la demanda o declarará la terminación anticipada del proceso, 
cuando advierta que la pretensión de declaración de pertenencia recae sobre 
bienes de uso público, bienes fiscales, bienes fiscales adjudicables o baldíos, 
cualquier otro tipo de bien imprescriptible.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-488 de 2014, indica: 
 

“«La disposición que específicamente regula lo referente a los terrenos 
baldíos, su adjudicación, requisitos, prohibiciones e instituciones 
encargadas, es la Ley 160 de 1994[71], por la cual se crea el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino. El artículo 65 
de esta norma consagra inequívocamente que el único modo de adquirir el 
dominio es mediante un título traslaticio emanado de la autoridad 
competente de realizar el proceso de reforma agraria y que el ocupante de 
estos no puede tenerse como poseedor: 
 
La precitada disposición fue avalada por la Corte en sentencia C-595 de 
1995, la cual respaldó que la adquisición de las tierras baldías, a diferencia 
de lo que ocurre en materia civil con los inmuebles en general, no se 
adquiera mediante la prescripción, sino por la ocupación y posterior 
adjudicación, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley. 
Posteriormente, la providencia C-097 de 1996 reiteró que “[m]ientras no se 
cumplan todos los requisitos exigidos por la ley para tener derecho a la 
adjudicación de un terreno baldío, el ocupante simplemente cuenta con una 
expectativa, esto es, la esperanza de que al cumplir con esas exigencias se 
le podrá conceder tal beneficio”. 
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En esa medida, los baldíos son bienes inenajenables, esto es, que 
están fuera del comercio y pertenecen a la Nación, quien los conserva 
para su posterior adjudicación, y tan solo cuando ésta se realice, 
obtendrá el adjudicatario su título de propiedad[72]. 
 
Ese mismo año, al analizar la constitucionalidad de la disposición del Código 
de Procedimiento Civil que prohíbe el trámite de la solicitud de pertenencia 
sobre bienes imprescriptibles, la Corte (C-530 de 1996) avaló ese contenido. 
Dentro de sus consideraciones, destacó que siendo uno de los fines 
esenciales del Estado la prestación de los servicios públicos, resulta 
indispensable salvaguardar los bienes fiscales, los cuales están destinados 
para este fin. Esta limitación en el comercio de los baldíos tampoco 
quebranta la igualdad en relación con los bienes privados, sobre los cuales 
sí procede la prescripción adquisitiva, por cuanto “quien posee un bien fiscal, 
sin ser su dueño, no está en la misma situación en que estaría si el bien 
fuera de propiedad de un particular. En el primer caso su interés particular se 
enfrenta a los intereses generales, a los intereses de la comunidad; en el 
segundo, el conflicto de intereses se da entre dos particulares”. 
 
El trato diferenciado sobre los terrenos baldíos que se refleja, entre otros 
aspectos, en un estatuto especial (Ley 160 de 1994), en la prohibición de 
llevar a cabo procesos de pertenencia y en la consagración de requisitos 
para ser beneficiarios del proceso de adjudicación administrativa, responde a 
los intereses generales y superlativos que subyacen».” 

 
Resalta por otra parte el Despacho las recientes providencias de la Corte 
Suprema de Justicia, quienes se han pronunciado sobre el tema.  
 
El 30 de marzo de 2017 en sede de tutela con la radicación STC4587-2017, 
Radicación n° 73001-22-13-000-2017-00044-01 refirió:  
 

“Téngase en cuenta, que si bien que el artículo 1º de la Ley 200 de 1936 
establece, que se «presume que no son baldíos sino de propiedad 
privada», los inmuebles rurales que siendo poseídos por particulares, son 
explotados económicamente «por medios positivos propios del dueño, 
como las plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de 
igual significación»,  la aludida presunción sólo es predicable para 
demostrar la buena fe del colono al momento de solicitar la adjudicación de 
terrenos, pues se itera, de acuerdo con el artículo 675 del C. C., se tienen 
como baldíos los fundos que carecen de otro dueño, no siendo esta 
norma una presunción, luego entonces, es claro que es una carga 
probatoria del demandante, demostrar siempre la naturaleza del predio, ya 
sea para que le sea adjudicado a través del trámite administrativo, o se 
declare en cabeza suya la usucapión a través del proceso judicial.” 

 
Y, el 10 de julio de 2017, en sede de tutela con la radicación STC9845-2017, 
Radicación n° 73001-22-13-000-2017-00239-01 indicó: 
 

“Visto lo anterior y de los documentos obrantes en el expediente de tutela 
(fls. 1 a 31), se infiere que al momento de presentarse la demanda de 
pertenencia el predio objeto del litigio censurado carecía de registro 
inmobiliario, y además, de inscripción de personas con derechos reales 
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o titulares del derecho de dominio; luego entonces, con tan solo esa 
circunstancia, de acuerdo a lo mencionado en precedencia, se podía 
colegir que no se trataba de un bien privado sino baldío, 
principalmente por carecer de dueños, por ende, no susceptible de 
ser adquirido por prescripción adquisitiva. 
 
Al respecto, en un caso reciente de contornos idénticos la Corte 
Constitucional consideró que: 
 
«[L]os artículos 1 y 2 de la Ley 200 de 1936 no entran en contradicción 
directa con las referidas normas del Código Civil, el Código Fiscal, el 
Código General del Proceso, la Ley 160 de 1994 y la Constitución 
Nacional, ya que al leerse en conjunto se descubre que el conflicto entre 
estas es apenas aparente. Lo anterior, debido a que la presunción de bien 
privado se da ante la explotación económica que realiza un poseedor, y, 
como se observó, en lo que se refiere a los bienes baldíos no se puede 
generar la figura de la posesión sino de la mera ocupación. 
 
 Por lo anterior, no se puede concluir que una norma implique la 
derogatoria de la otra o su inaplicación, sino que se debe comprender que 
regulan situaciones jurídicas diferentes y que deben ser usadas por el 
operador jurídico según el caso. Es por ello que el legislador, de forma 
adecuada, previó cualquiera de estas situaciones en el Código General del 
Proceso, brindándole al juez que conoce del proceso de pertenencia las 
herramientas interpretativas para resolver el aparente conflicto normativo, 
así como las herramientas probatorias para llevar a una buena valoración 
de la situación fáctica. Reconociendo, sin lugar a dudas, que en todos 
los casos en los que no exista propietario registrado en la matrícula 
de un bien inmueble, debe presumirse que este es un bien baldío.   
  
En conclusión, el juez debe llevar a cabo una interpretación armónica y 
sistemática de las diferentes normas existentes en torno a tan específico 
asunto, tales como los artículos 1º de la Ley 200 de 1936; 65 de la Ley 160 
de 1994, 675 del Código Civil, y 63 de la Constitución Política, sin 
desconocer que existe una presunción iuris tantumen relación con la 
naturaleza de bien baldío, ante la ausencia de propietario privado 
registrado, pues tal desconocimiento lo puede llevar a incurrir en un defecto 
sustantivo por aplicar una regla de manera manifiestamente errada, 
sacando la decisión del marco de la juridicidad y de la hermenéutica 
jurídica aceptable» (Sentencia T-548 de 2016). 
 
5.  De tal manera que en esos términos procede el amparo pretendido, por 
cuanto la oficina judicial convocada ciertamente incurrió en causal de 
procedencia del amparo al declarar la pertenencia de un predio 
presuntamente imprescriptible, sin valorar adecuadamente el acervo 
probatorio, y, colocando en riesgo el patrimonio del Estado, máxime 
cuando la jurisprudencia ha sido reiterativa en considerar la imposibilidad 
jurídica de adquirir a través de la usucapión el dominio de tierras de la 
Nación, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 65 de la ley 160 de 
1994, a saber: 
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«“En efecto, ya en sentencia C-595 de 1995 la Corte Constitucional, 
estableció que: «en la Constitución Política existe una disposición expresa 
que permite al legislador asignar a los bienes baldíos el atributo de 
imprescriptibilidad; a saber, el artículo 63 superior que textualmente reza: 
“Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de 
grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la 
Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables”. Explicó que dentro de los bienes de uso 
público se incluyen los baldíos y por ello concluyó que “no se violó el 
Estatuto Supremo pues bien podía el legislador, con fundamento en este 
precepto, establecer la imprescriptibilidad de terrenos baldíos, como en 
efecto lo hizo en las disposiciones que son objeto de acusación”. 
 
“En el mismo sentido el Consejo de Estado, al estudiar la legalidad de una 
Resolución, mediante la cual el Incora estipulo que un predio era del 
estado, pese a que con anterioridad se había declarado pertenencia, 
señaló que: «Ahora bien, como el Tribunal aduce, como parte de su 
argumentación para revocar la resolución impugnada, que el juez 
promiscuo de Riohacha profirió sentencia de prescripción adquisitiva del 
dominio del predio La Familia en favor, del demandante Ángel Enrique Ortiz 
Peláez, la Sala advierte que esta sentencia, no es oponible a la Nación, por 
varias razones: primero, porque como ya se indicó, va en contravía, con 
toda la legislación que preceptúa que los bienes baldíos son 
imprescriptibles; segundo, porque el propio proceso de pertenencia, 
regulado por el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil, ordenaba la 
inscripción de la demanda en el registro, requisito que, en este caso, se 
omitió (…), y, tercero, porque si bien es cierto la cosa juzgada merece la 
mayor ponderación, el mismo estatuto procesal civil en el artículo 332 
consagra excepciones, como es el caso previsto en el citado artículo 407, 
numeral 4». (CE, Sentencia de 30 de Noviembre de 1995) (…)» (STC 
3765-2015, reiterada en STC10720-2015).” 

 
Así las cosas, como quiera que, al no existir propietario registrado en la matrícula 
de un bien inmueble, debe presumirse que este es un bien baldío, el Despacho 
dispondrá el rechazo de plano del presente proceso verbal de declaración de 
pertenencia como lo ordena el Artículo 375 numeral 4º inciso segundo. 
 
Por lo expuesto el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Bucaramanga,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. RECHAZAR la presente demanda por las razones antes señaladas. 
 
SEGUNDO. En firme el presente proveído, Secretaria proceda conforme dispone 
el artículo 90 inciso 7 del CGP. 
 
NOTIFÍQUESE. 
 
 
 

LUIS ROBERTO ORTIZ ARCINIEGAS 
JUEZ 
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